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I.- CONSIDERACIONES GENERALES 

 

El pasado 17 de mayo se publicaba en el Diario Oficial de la Unión Europea el texto de 

la Directiva (UE) 2019/790, de 17 de abril de 2019, sobre los derechos de autor y derechos 

afines en el mercado único digital y por la que se modifican las Directivas 96/9/CE y 

2001/29/CE. Esta nueva norma surge de la necesidad de proteger con más cuidado los 

derechos de autor en el entorno digital y conseguir una auténtica armonización en todo el 

territorio de la Unión Europea (en adelante, UE). Las directivas que se han venido 

adoptando en materia de derechos de autor y derechos afines contribuyen al 

funcionamiento del mercado interior, garantizando un elevado nivel de protección a los 

titulares de derechos, facilitando la obtención de licencias y estableciendo un marco 

seguro en la explotación de obras y prestaciones protegidas. Persistía cierta inseguridad 

jurídica, tanto para los titulares de derechos como para los usuarios, en lo que se refería a 

determinados usos, entre ellos los de carácter transfronterizo, de las obras y prestaciones 

en el entorno digital. En algunos sectores era necesario adaptar y completar el marco de 

la Unión en materia de derechos. 

 

A pesar de la buena intención de las directivas, el legislador europeo vio necesario adaptar 

los derechos de autor y los derechos afines a los nuevos modelos de negocio. La evolución 

tecnológica transforma no sólo la manera de producir contenidos protegidos, sino también 

la forma de explotarlos, permitiendo el nacimiento de nuevos modelos de negocio y 

nuevos agentes. La legislación aplicable debe ser lo suficientemente amplia y estable 

como para permitir su permanencia a pesar de la innovación tecnológica. Todo ello 

permite estimular la innovación, la creatividad, la inversión y la producción de nuevos 

contenidos, fomentándose así la diversidad cultural y fortaleciendo el patrimonio cultural 

europeo. 

 

La Directiva (UE) 2019/790 establece medidas para adaptar determinados límites a los 

derechos de autor en entornos de carácter digital y transfronterizo, así como medidas 

destinadas a facilitar determinadas prácticas de concesión de licencias en lo que respecta 

en particular, pero no únicamente, a la difusión de obras y prestaciones que están fuera 

del circuito comercial y la disponibilidad en línea de obras audiovisuales en plataformas 

de vídeo a la carta con miras a garantizar un mayor acceso a los contenidos. Asimismo, 

contiene normas: a) para facilitar el uso de contenidos que están en el dominio público; 

b) sobre los derechos de edición; c) sobre el uso de obras y prestaciones por parte de los 

prestadores de servicios en línea que almacenan y facilitan el acceso a los contenidos 

cargados por los usuarios; d) sobre la transparencia de los contratos de autores y artistas 

intérpretes o ejecutantes, y sobre su remuneración, y un mecanismo que permite revocar 

los derechos que los autores y los artistas hayan cedido de forma exclusiva. 

 



No obstante lo anterior, el artículo 1.2 Directiva establece que las directivas aprobadas 

anteriormente sobre propiedad intelectual se verán respetadas y quedarán intactas. Se 

refiere, en particular, a: la Directiva 96/9/CE, sobre bases de datos; la Directiva 

2000/31/CE, sobre servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico; la 

Directiva 2001/29/CE, sobre derechos de autor y derechos afines en la sociedad de la 

información; la Directiva 2006/115/CE, sobre derechos de alquiler y préstamo; la 

Directiva 2009/24/CE, sobre programas de ordenador; la Directiva 2012/28/UE, sobre 

obras huérfanas; y la Directiva 2014/26/UE, sobre gestión colectiva. 

 

 

 

II.- ADAPTACIÓN DE LOS LÍMITES AL ENTORNO DIGITAL Y 

TRANSFRONTERIZO 

 

Qué duda cabe de que, en ámbitos como la investigación, la educación y la conservación 

del patrimonio cultural, las tecnologías digitales permiten nuevos tipos de usos que no 

estaban claramente enmarcados en las normas vigentes de la UE sobre límites. El 

legislador europeo, a través de la nueva directiva, pretende tener en cuenta esta realidad 

y crear un marco común en relación a estos usos. Realmente, no estamos ante límites 

nuevos, sino ante aclaraciones de los ya existentes. Además, la Comisión entiende que, 

en estos ámbitos, deben regularse límites de carácter imperativo para los Estados 

miembros, confiriendo así a las normas nacionales un auténtico carácter armonizado. 

 

Hasta la aprobación de esta directiva, la regulación europea sobre límites tenía un carácter 

meramente voluntario para los legisladores nacionales de los Estados miembros. Los 

límites, recogidos básicamente en el artículo 5 Directiva 2001/29/CE, tienen un carácter 

dispositivo para los Estados, lo que significa que cada uno podía incluir o no los límites 

que allí aparecían. Esa libertad derivó en un auténtico fracaso en la tarea armonizadora, 

lo que ha terminado afectando negativamente en el funcionamiento del mercado interior, 

especialmente en el caso de los usos transfronterizos, que ocupan un lugar cada vez más 

importante en el entorno digital. De ahí que se haya iniciado, desde hace tiempo, una 

política de establecer límites con carácter obligatorio. Así, ya no sólo resulta imperativo 

el límite sobre reproducciones provisionales (art. 5.1 Directiva 2001/29/CE), sino 

también el uso de obras huérfanas (Directiva 2012/28/UE), el uso de obras por personas 

con discapacidades visuales o dificultades para acceder a textos impresos (Directiva 

UE/2017/1564) y los límites incluidos en la Directiva (UE) 2019/790. En cualquier caso, 

esta última directiva sigue dejando espacios de libertad a los Estados miembros (ej.: a los 

efectos de prever una compensación respecto de determinados límites), lo que puede 

poner en entredicho la pretendida armonización. 

 

 

 

1.- Disposiciones comunes a todos los límites 

 

Los límites previstos en la Directiva (UE) 2019/790 tienen por objetivo lograr un justo 

equilibrio entre los derechos e intereses de los autores y otros titulares de derechos, por 

un lado, y los usuarios, por otro lado. Además, su artículo 7.2 prevé la aplicación a ellos 

de los párrafos primero, tercero y quinto del artículo 6.4 Directiva 2001/29/CE. Este 

precepto se refiere a la relación entre las medidas tecnológicas y los límites a los derechos 

de propiedad intelectual. El primero de esos párrafos contiene el listado de límites 



privilegiados en el ámbito fuera de línea y en el ámbito en línea sin licencia. Entre ellos, 

y en lo que aquí interesa, se incluyen el relativo a la reproducción de obras por bibliotecas, 

museos, archivos y centros de enseñanza [art. 5.2.c) Directiva 2001/29/CE] y el relativo 

al uso de obras para fines de ilustración de la enseñanza [art. 5.3.a) Directiva 

2001/29/CE]. En estos casos, los titulares de derechos deben respetarlos y no pueden 

impedirlos estableciendo en sus obras medidas tecnológicas. El párrafo tercero del 

artículo 6.4 tiene que ver con la protección jurídica de las medidas tecnológicas. Y el 

quinto párrafo se refiere a la aplicación de este precepto en el contexto de las Directivas 

2006/115/CE y 96/9/CE. 

 

La protección dispensada a las medidas tecnológicas sigue siendo esencial para garantizar 

el ejercicio efectivo de los derechos reconocidos a los autores y otros titulares. Es 

necesario mantener dicha protección, garantizando, al mismo tiempo, que el uso de 

medidas tecnológicas no impida el disfrute de los límites establecidos en la Directiva. De 

nada serviría prever los límites si los titulares de derechos pudieran después eludirlos 

usando medidas tecnológicas. No obstante, éstos pueden elegir la manera adecuada de 

permitir que los beneficiarios de los límites saquen partido de ellos. A falta de medidas 

voluntarias, los Estados miembros deberán tomar medidas adecuadas conforme al artículo 

6.4 Directiva 2001/29/CE, también cuando las obras y prestaciones se pongan a 

disposición del público a través de servicios a la carta. 

 

El artículo 7 Directiva (UE) 2019/790 excluye la aplicación del párrafo cuarto del artículo 

6.4 Directiva 2001/29/CE, esto es, el que se refiere a la posibilidad que tienen los titulares 

de derechos de impedir el disfrute de los límites cuando las obras y prestaciones se 

explotan en el entorno en línea bajo una licencia. En consecuencia, los titulares de 

derechos no podrán impedir mediante medidas tecnológicas la aplicación de los tres 

límites obligatorios previstos en los artículos 3 a 6 Directiva (UE) 2019/790. Se trata con 

ello de asegurar la aplicación de los mismos, dada la importancia que el legislador 

europeo les otorga. 

 

Por otro lado, otra norma común a todos ellos es la aplicación de la regla de los tres pasos 

[art. 7.2 Directiva (UE) 2019/790]. Los límites deberán aplicarse a ciertos casos 

especiales, que no atenten contra la explotación normal de la obra y que no perjudiquen 

los legítimos intereses de los titulares de derechos. Además, señala el artículo 7.1 que 

toda disposición contractual que sea contraria a estos límites será inaplicable. Por tanto, 

las partes de un contrato no podrán eliminar o impedir el disfrute de los límites. 

 

 

 

2.- Minería de textos y datos con fines de investigación científica 

 

Este límite se recoge en el artículo 3 Directiva (UE) 2019/790. La minería de textos y 

datos es el análisis computacional automatizado de la información en formato digital, con 

el fin de generar información que incluya pautas, tendencias o correlaciones [art. 2.2 

Directiva (UE) 2019/790]. Se trata, en definitiva, del tratamiento automatizado, a través 

de un ordenador, de información que aparece en Internet y que puede contener textos, 

sonidos o imágenes, entre otros. La minería permite el tratamiento de grandes cantidades 

de información, con el fin de adquirir nuevos conocimientos y descubrir nuevas 

tendencias. Esta técnica beneficia especialmente a la comunidad de investigadores y 

fomenta la innovación. Las Universidades y otros organismos de investigación, así como 



las instituciones responsables del patrimonio cultural, pueden llevar a cabo sus 

investigaciones gracias a esta técnica. Muchas de estas entidades se enfrentaban en la UE 

a cierta inseguridad jurídica a la hora de determinar hasta qué punto podían llevar a cabo 

actividades de minería de textos y datos, pues, en ciertos casos, podía afectar a obras y 

prestaciones protegidas por derechos de propiedad intelectual o incluso al derecho sui 

generis sobre las bases de datos. En muchas ocasiones, los investigadores podían acceder 

lícitamente a los contenidos de una base de datos (ej.: a través de suscripciones o licencias 

de acceso abierto), pero las condiciones de las licencias de uso de esas bases de datos 

excluían la minería de textos y datos. Esa incertidumbre fue lo que llevó al legislador 

europeo a incluir este límite en la nueva directiva. Se trata de un límite que se configura 

como de transposición obligatoria para los Estados miembros, que afecta al derecho 

exclusivo de reproducción y al derecho a prohibir la extracción de una base de datos, y 

que se aplica exclusivamente en el entorno digital. 

 

El límite abarca, por tanto, todo tipo de obras y prestaciones, y no necesariamente 

publicaciones científicas con carácter exclusivo. Sus beneficiarios van a ser los 

organismos de investigación y las instituciones responsables del patrimonio cultural. 

Dentro del concepto de «organismo de investigación» se incluyen las Universidades, sus 

bibliotecas, los institutos de investigación y cualquier otra entidad cuyo principal objetivo 

sea realizar investigaciones científicas (ej.: un hospital) o llevar a cabo actividades 

educativas que también impliquen realizar investigaciones científicas [art. 2.1) Directiva 

(UE) 2019/790]. No obstante, deben cumplir alguno de estos dos requisitos: 1) que 

carezcan de ánimo de lucro o que reinviertan todos los beneficios en sus investigaciones 

científicas; 2) que realicen esas investigaciones científicas conforme a una misión de 

interés público reconocida por un Estado miembro -esa misión puede verse cumplida, por 

ejemplo, cuando existe financiación pública o cuando así lo disponen las normas 

nacionales o existe un contrato público-. En definitiva, es necesario que los organismos 

de investigación lleven a cabo sus actividades sobre una base no lucrativa. Al mismo 

tiempo, no tendrán tal condición los organismos sobre los que las empresas comerciales 

tengan una influencia decisiva que les permita ejercer el control debido a situaciones 

estructurales, tales como la calidad de sus accionistas o socios, lo cual puede dar lugar a 

un acceso preferente a los resultados de la investigación -se trata de evitar que exista un 

control empresarial privado-. 

 

Dentro de las «instituciones responsables del patrimonio cultural», se incluyen las 

bibliotecas, los museos accesibles al público, los archivos o las instituciones responsables 

del patrimonio cinematográfico o sonoro [art. 2.3) Directiva (UE) 2019/790]. En el caso 

de las bibliotecas y los museos, es indiferente el tipo de obras y prestaciones que tengan 

en sus colecciones -téngase en cuenta que, en una biblioteca, por ejemplo, puede haber 

no sólo libros, sino también CDs de música y DVDs de películas-. Por otro lado, hay que 

entender que están incluidos en ese concepto los centros de enseñanza, los organismos de 

investigación y los organismos de radiodifusión del sector público. 

 

Para poder acogerse a este límite, es necesario que los beneficiarios hayan tenido un 

acceso lícito a las obras y prestaciones que serán objeto de minería. El legislador europeo 

no ha determinado cuándo estamos ante un acceso lícito. El concepto de «acceso lícito» 

abarca el acceso a contenidos protegidos de dos maneras: a) mediante una política de 

acceso abierto o gratuito; b) por medio de disposiciones contractuales entre los titulares 

de derechos y los organismos de investigación o las instituciones responsables del 



patrimonio cultural, como suscripciones. En definitiva, habrá un acceso lícito cuando esté 

autorizado por el titular de los derechos. 

 

El objetivo que deben perseguir los beneficiarios del límite debe ser la investigación 

científica. Otros usos distintos de la minería, como la revisión científica por pares o la 

investigación conjunta, seguirán estando amparados en el límite del artículo 5.3.a) 

Directiva 2001/29/CE. A los efectos de la Directiva (UE) 2019/790, el término 

«investigación científica» debe entenderse que engloba tanto las ciencias naturales como 

las ciencias sociales. Además, estos beneficiarios podrán conservar las copias de obras y 

prestaciones hechas al amparo de este límite, siempre que se garantice un nivel adecuado 

de seguridad. En algunos casos, para poder comprobar posteriormente los resultados de 

una investigación científica, los beneficiarios requieren la conservación de las copias 

realizadas al amparo de este límite. Cuando así sea, las copias deben almacenarse en un 

entorno seguro. De esta manera, los Estados miembros tienen libertad para decidir, a 

escala nacional y previa discusión con las partes interesadas correspondientes, las 

disposiciones específicas para la conservación de las copias, incluyendo la posibilidad de 

designar organismos de confianza para su almacenamiento.  

 

En cualquier caso, los titulares de derechos van a poder adoptar medidas para garantizar 

la seguridad e integridad de las redes y bases de datos donde estén almacenadas las obras 

y prestaciones. Habida cuenta del número potencialmente elevado de solicitudes de 

acceso y descargas de contenidos protegidos, es conveniente permitir a los titulares de 

derechos aplicar estas medidas cuando exista el riesgo de que la seguridad e integridad 

puedan verse comprometidas. Así, se podrían utilizar esas medidas para garantizar que 

sólo puedan acceder las personas que tengan un acceso lícito a los datos (ej.: mediante un 

sistema de validación de la dirección IP o mediante la autentificación de los usuarios). 

Esas medidas no deben exceder de lo necesario para alcanzar ese objetivo de seguridad, 

ni pueden menoscabar la aplicación efectiva del límite. 

 

Por otro lado, los Estados miembros deben alentar a los titulares de derechos, a los 

organismos de investigación y a las instituciones responsables del patrimonio cultural 

para trabajar juntos y adoptar prácticas comunes con el fin de garantizar la aplicación de 

este límite. Además, como el perjuicio a los titulares de derechos como consecuencia de 

la minería de textos y datos se espera que sea mínimo, la Directiva impide a los Estados 

miembros que prevean una compensación a su favor. 

 

 

 

 3.- Minería de textos y datos en general 

 

El límite de minería de textos y datos con fines generales está previsto en el artículo 4 

Directiva (UE) 2019/790. Afecta al derecho de reproducción y sus beneficiarios son el 

público en general, y no sólo los organismos de investigación y las entidades encargadas 

del patrimonio cultural. El legislador europeo es consciente de que las técnicas de minería 

son utilizadas a gran escala por entidades tanto privadas como públicas, para analizar 

grandes cantidades de datos en distintos ámbitos de la vida y con fines diversos (ej.: para 

servicios gubernamentales, para la adopción de decisiones empresariales complejas o 

para el desarrollo de aplicaciones o tecnologías). La inseguridad de la que se hablaba 

respecto del límite anteriormente analizado se vuelve a reproducir aquí. Por tanto, con el 

fin de aportar una mayor seguridad jurídica en estos casos y de alentar la innovación en 



el sector privado, la Directiva prevé este límite. En cualquier caso, este límite no puede 

afectar a la aplicación del anterior. 

 

No obstante, es necesario también que los beneficiarios hayan tenido un acceso legítimo 

a las obras y prestaciones que serán objeto de minería. Además, las reproducciones 

realizadas al amparo de este límite podrán conservarse durante todo el tiempo que sea 

necesario para conseguir los fines de la minería. Sin embargo, para poder aplicar este 

límite, es necesario que el uso de las obras y prestaciones no esté reservado expresamente 

por los titulares de derechos de manera adecuada. Ahora bien, respecto a los contenidos 

puestos a disposición del público en línea, sólo debe considerarse adecuado reservar los 

derechos mediante la utilización de medios de lectura mecánica, incluidos los metadatos 

y las condiciones de un sitio web o un servicio. En otros casos, la reserva de derechos se 

puede hacer a través de acuerdos contractuales o de una declaración unilateral. 

  

 

 

 4.- El uso de obras y prestaciones en actividades pedagógicas digitales y 

transfronterizas 

 

Conforme al artículo 5 Directiva (UE) 2019/790, los Estados miembros deberán 

establecer un límite que permita el uso digital de obras y prestaciones a efectos de ilustrar 

las actividades docentes, sobre todo cuando se producen a nivel transfronterizo. El 

artículo 5.3.a) Directiva 2001/29/CE permite a los Estados miembros establecer un límite 

a los derechos de reproducción y de comunicación pública de obras y prestaciones 

protegidas, únicamente a efectos de ilustración con fines educativos -se trata, en este caso, 

de un límite de transposición voluntaria para los Estados miembros-. Además, los 

artículos 6.2.b) y 9.b) Directiva 96/9/CE autorizan el uso de una base de datos y la 

extracción de una parte sustancial de su contenido a esos mismos efectos. El ámbito de 

aplicación de ambos límites no está claro. En su momento generaron incertidumbre sobre 

si podían aplicarse a la enseñanza en línea y a la enseñanza a distancia, o si cabían los 

usos transfronterizos. Por tanto, era necesario establecer este límite para garantizar que 

los centros de enseñanza disfrutan de plena seguridad jurídica cuando utilicen contenidos 

protegidos por la propiedad intelectual en sus actividades pedagógicas digitales, pues lo 

contrario podría suponer un obstáculo para el desarrollo educativo.  

 

El límite tiene como beneficiarios a todos los centros de enseñanza reconocidos por los 

Estados miembros, incluidos aquellos involucrados en la educación primaria, secundaria, 

formación profesional y educación superior. La formación a distancia y los programas 

educativos transfronterizos, así como el uso de herramientas y recursos digitales en el 

ejercicio de la docencia, han cobrado protagonismo en los últimos años y era necesario 

despejar las dudas generadas en estos ámbitos. Resultaba necesario aclarar los términos 

de este límite en una época donde se están fomentando las actividades interdisciplinares 

e interinstitucionales. Afecta, además, a los derechos exclusivos de reproducción y de 

comunicación pública, pues las copias de las obras se pondrán a disposición de los 

estudiantes a través de Internet. 

 

La aplicación de este límite pasa por el cumplimiento de ciertos requisitos. En primer 

lugar, debe haber una ausencia de finalidad comercial. El límite sólo debe aplicarse en la 

medida en que los usos se justifiquen por los fines no comerciales de la actividad docente 

de que se trate. La estructura organizativa y los medios de financiación de un centro de 



enseñanza no deben ser factores decisivos para determinar el carácter no comercial de la 

actividad. Por tanto, los centros educativos privados también podrán disfrutar del límite. 

Lo importante es que exista una finalidad educativa, que comprenderá el uso obras y 

prestaciones para apoyar, enriquecer o complementar la enseñanza, incluidas las 

actividades de aprendizaje (ej.: los exámenes).  

 

En segundo lugar, es necesario que el uso tenga lugar bajo la responsabilidad de un centro 

de enseñanza, en sus locales o en otros lugares (ej.: en un museo o en una biblioteca), o a 

través de un entorno electrónico seguro al que sólo puedan acceder los estudiantes y el 

personal docente del centro. El límite debe comprender tanto los usos en las aulas, como 

en otros lugares a través de medios digitales (ej.: pizarras electrónicas o dispositivos 

digitales que puedan estar conectados a Internet). Respecto de usos digitales, es necesario 

que se lleven a cabo en entornos electrónicos seguros, es decir, en ámbitos que incluyan 

una autentificación basada en una contraseña (ej.: una intranet).  

 

Y, en tercer lugar, es necesario que se indique la fuente de donde se ha extraído el 

contenido utilizado, incluyendo el nombre del autor, salvo en aquellos casos en que 

resulte imposible. El respeto al derecho de paternidad es fundamental, a pesar de que los 

derechos morales no han sido armonizados en la UE. Obsérvese que la indicación de la 

fuente debe hacerse siempre, pues el beneficiario del límite siempre sabrá dónde ha 

conseguido la obra utilizada. Sin embargo, el nombre del autor no hay que señalarlo 

cuando sea imposible, lo que puede ocurrir cuando estemos ante obras anónimas o bajo 

seudónimo, o ante obras en colaboración donde hay muchos autores y resulta muy 

complicado referenciarlos todos. 

 

El artículo 5 no señala la cantidad de contenido protegido que se puede utilizar. En la 

mayoría de los casos, el concepto de ilustración implicará únicamente el uso de partes o 

extractos de obras, lo que no debe reemplazar la adquisición de material destinado 

principalmente al mercado de la enseñanza. Al aplicar el límite, los Estados miembros 

deben tener libertad para poder especificar, de una manera equilibrada, para los distintos 

tipos de obras y prestaciones, la proporción que puede utilizarse para ilustrar con fines 

educativos. Respecto de obras plásticas y fotográficas, puede ser necesario usar toda la 

obra, mientras que en el caso de obras literarias, musicales o audiovisuales, bastaría con 

un fragmento. Sólo así se conseguiría respetar la regla de los tres pasos. 

 

Igualmente, los Estados miembros también tienen libertad para establecer que el límite 

no será aplicable con respecto a determinados usos o tipos de obras o prestaciones, como 

materiales destinados principalmente al mercado de la enseñanza (ej.: manuales, libros de 

texto o cuadernillos de ejercicios) o partituras, en la medida en que estén fácilmente 

disponibles en el mercado acuerdos de licencia adecuados que autoricen los actos a que 

se refiere el límite y adaptados a las necesidades y especificidades de los centros de 

enseñanza. Este margen de libertad puede poner en peligro la pretendida armonización, 

pues podría ocurrir que en un Estado miembro el uso de cuadernos de ejercicios estuviera 

amparado por el límite y en otro Estado miembro no. La exclusión de este tipo de obras 

debería ser obligatoria, pues permitir de una manera libre y abierta su uso al amparo de 

este límite podría ser contrario a su explotación normal, afectando así a la regla de los tres 

pasos. Si la obra o prestación puede ser adquirida fácilmente a través de un acuerdo de 

licencia, no se podrá aplicar el límite si así lo ha previsto la legislación nacional del Estado 

miembro correspondiente. Si así lo previeran, deberán adoptar las medidas necesarias 

para garantizar a los centros de enseñanza un sistema que permita conocer adecuadamente 



la disponibilidad y visibilidad de las licencias que autorizan los actos señalados. Sólo así 

se evitará la inseguridad jurídica para los centros de enseñanza y se evitará que la 

aplicación del límite quede sometida a una excesiva carga administrativa para ellos. Se 

trata de que los beneficiarios conozcan qué obras están sometidas a la correspondiente 

licencia y cómo pueden conseguirla. Esos sistemas podrían basarse, por ejemplo, en 

licencias colectivas, ampliadas o no, con el fin de evitar que los centros de enseñanza 

tuvieran que negociar individualmente con los titulares de derechos. En definitiva, se está 

dejando en manos del titular de derechos el disfrute del límite respecto de este tipo de 

obras.  

 

Por otro lado, el uso de las obras y prestaciones al amparo de este límite debe hacerse en 

el Estado miembro en que está establecido el centro de enseñanza. La reproducción y la 

comunicación pública se harán en ese Estado miembro, si bien los estudiantes receptores 

de estos contenidos pueden estar en otro Estado miembro distinto. Además, se podrá 

prever una compensación equitativa para los titulares de derechos por el uso que se hagan 

de sus obras y prestaciones conforme al límite. A la hora de fijar el nivel de dicha 

compensación, los Estados miembros deberán tener en cuenta, entre otros factores, los 

objetivos educativos y el perjuicio que el límite ocasiona a los titulares de derechos.  

 

 

 

 5.- El uso de obras para la conservación del patrimonio cultural 

 

El artículo 6 Directiva (UE) 2019/790 obliga a los Estados miembros a establecer un 

límite que permita a las instituciones responsables del patrimonio cultural efectuar copias 

de las obras y prestaciones que se hallen de forma permanente en sus colecciones, con el 

fin de conservarlas. El legislador comunitario quiere, de alguna manera, facilitar la labor 

tan importante que desempeñan estas instituciones para la conservación de sus 

colecciones para las generaciones futuras. De no existir este límite, la reproducción de 

obras para su conservación requeriría la autorización de los titulares de derechos 

correspondientes. Además, las tecnologías digitales permiten nuevas formas de preservar 

el patrimonio que deberían estar alcance de estos establecimientos.  

 

La diversidad de regímenes en los distintos Estados miembros respecto a los actos de 

reproducción para la conservación del patrimonio cultural dificultaba la cooperación 

transfronteriza, la puesta en común de los medios de conservación y el establecimiento 

de redes de conservación transfronterizas por esas instituciones en el mercado interior, 

dando lugar un uso ineficiente de los recursos. Todo esto repercutía negativamente en la 

conservación del patrimonio cultural. El artículo 5.2.c) Directiva 2001/29/CE no es nada 

claro a este respecto, pues permite la reproducción y comunicación pública de obras en 

relación con actos específicos de reproducción efectuados por bibliotecas, centros de 

enseñanza o museos accesibles al público, o por archivos, que no tengan intención de 

obtener un beneficio económico o comercial directo o indirecto. Por tanto, era necesario 

adaptar el marco jurídico vigente estableciendo un límite obligatorio al derecho de 

reproducción, que permita la realización de tales copias por esas instituciones. 

 

Las únicas beneficiarias son las instituciones responsables del patrimonio cultural. Ahora 

bien, estas instituciones no suelen disponer necesariamente de los medios o los 

conocimientos técnicos necesarios para llevar a cabo por sí mismas los actos necesarios 

para conservar sus colecciones, especialmente en el entorno digital. Por tanto, se les 



permite recurrir a la ayuda de otras instituciones culturales y otros terceros para la 

consecución de este fin. Así, las instituciones pueden asistirse de terceros que actúen en 

su nombre y bajo su responsabilidad, incluidos los establecidos en otros Estados 

miembros, con el fin de realizar las copias necesarias para la conservación de las obras. 

 

Sólo pueden hacer las copias respecto de obras y prestaciones que se hallen de forma 

permanente en sus colecciones. Esto último ocurrirá cuando las obras o prestaciones 

objeto de copia sean propiedad de dicha institución o estén en su poder de manera 

permanente (ej.: como consecuencia de una transmisión de la propiedad, acuerdos de 

licencia, obligaciones de depósito legal o acuerdos de custodia permanente). Además, el 

principio de interpretación restrictiva de los límites debe llevar a entender que ha de 

tratarse de obras de ediciones únicas o descatalogadas, pues si pueden ser fácilmente 

adquiridas en el mercado, entonces no sería necesaria su conservación. 

 

Las copias las pueden hacer en cualquier formato y en cualquier soporte. El límite permite 

la realización de copias mediante las herramientas, medios o tecnologías de conservación 

adecuados, en cualquier formato, en la cantidad necesaria y en cualquier momento de la 

vida de la obra o prestación. El único fin que debe perseguirse es la conservación de esos 

contenidos protegidos. Cualquier otro acto de reproducción que no persiga tales fines 

seguirá estando sujeto a la autorización de los titulares de derechos, aunque se trate de 

obras y prestaciones ubicadas en las colecciones permanentes de estas instituciones, salvo 

que su uso ya esté autorizado por otros límites establecidos en el Derecho de la UE. 

 

 

 

III.- LA CONCESIÓN DE LICENCIAS Y EL ACCESO A LOS CONTENIDOS 

PROTEGIDOS 

 

El legislador europeo ha previsto una serie de mecanismos para facilitar: 1) la concesión 

de licencias respecto de obras y prestaciones que están fuera del circuito comercial; 2) la 

concesión de licencias colectivas; 3) el acceso y la disponibilidad de obras audiovisuales 

en plataformas de vídeo a la carta; 4) el uso de obras de arte visual que estén en el dominio 

público. 

 

  

1.- Obras y prestaciones fuera del circuito comercial 

 

El artículo 8 Directiva (UE) 2019/790 contiene un doble régimen para las obras y 

prestaciones fuera del circuito comercial. Por un lado, se prevé un sistema especial de 

licenciamiento y, por otro lado, un límite a los derechos de exclusiva. En cuanto al 

primero, conforme a este precepto, los Estados miembros deben permitir que las entidades 

de gestión puedan conceder licencias no exclusivas para fines no comerciales a 

instituciones responsables del patrimonio cultural, con el fin de que puedan reproducir, 

distribuir, comunicar públicamente y poner a disposición del público las obras y 

prestaciones que estén fuera del circuito comercial. El fundamento de esta previsión se 

encuentra en otorgar a estas instituciones un marco claro para la digitalización y difusión, 

incluso de manera transfronteriza, de las obras y prestaciones que estén fuera del circuito 

comercial. En estos casos, puede resultar extremadamente difícil obtener la autorización 

previa de los titulares de derechos individuales.  

 



Para que se aplique este régimen especial de licenciamiento del artículo 8 Directiva (UE) 

2019/790, deben cumplirse una serie de condiciones. En primer lugar, que las obras y 

prestaciones se hallen de forma permanente en la colección de la institución responsable 

del patrimonio cultural. Esta condición hay que entenderla en el mismo sentido que 

respecto del límite previsto en el artículo 6, ya comentado. En segundo lugar, es necesario 

que la entidad de gestión sea suficientemente representativa de los titulares de derechos 

sobre las obras y prestaciones licenciadas. A estos efectos, es indiferente que todos los 

titulares de derechos sobre esa obra o prestación objeto de la licencia hayan otorgado 

mandato a la entidad de gestión de que se trate. Esos mecanismos de concesión de 

licencias se aplicarán también a los titulares de derechos que no hayan otorgado un 

mandato a tal fin a una entidad de gestión colectiva, siempre que ésta sea lo 

suficientemente representativa. Las licencias tendrán que obtenerse de una entidad de 

gestión que sea representativa del Estado miembro donde esté establecida la institución 

responsable del patrimonio cultural. En tercer lugar, es preciso que se garantice la 

igualdad de trato a todos los titulares de derechos, en relación con los términos de la 

licencia. Y, en cuarto lugar, los usos que comprendan esas licencias no deben tener fines 

lucrativos. No obstante, esto no impedirá que las instituciones responsables del 

patrimonio cultural sufraguen los costes de la licencia y los costes de digitalización y 

difusión de las obras y prestaciones. 

 

La Directiva deja libertad a los Estados miembros para decidir: 1) el mecanismo 

específico de licencia (ej.: licencias colectivas ampliadas o presunciones de 

representación) que van a instar para el uso de este tipo de obras y prestaciones, de 

conformidad con sus tradiciones, prácticas o circunstancias jurídicas; 2) los requisitos 

conforme a los cuales una entidad de gestión debe considerarse suficientemente 

representativa, siempre que esa determinación se base en un número significativo de 

titulares de derechos que hayan otorgado un mandato por el que autorizan la concesión 

de licencias para el tipo de uso en cuestión. En los casos en que más de una entidad de 

gestión sea representativa para un determinado tipo de obra o prestación, los Estados 

miembros deberán fijar las normas específicas aplicables, pudiendo exigir, por ejemplo, 

licencias conjuntas o un acuerdo entre las entidades pertinentes. 

 

Puede ocurrir que las disposiciones sobre licencias colectivas de obras y prestaciones 

fuera del circuito comercial introducidas conforme a esta Directiva no aporten una 

solución idónea para todos los casos en los que las instituciones responsables del 

patrimonio cultural tropiezan con dificultades para obtener las autorizaciones necesarias 

de los titulares de derechos. Así se planteará, por ejemplo, cuando no exista una práctica 

de gestión colectiva para los derechos de un determinado tipo de obra o prestación, o 

cuando la entidad de gestión colectiva pertinente no sea suficientemente representativa 

de la categoría de los titulares de derechos en cuestión. En estos casos, el legislador 

europeo ha previsto un mecanismo para facilitar el uso de estas obras y prestaciones: el 

establecimiento de un límite obligatorio para los Estados miembros, que permita a estas 

instituciones la puesta a disposición de contenidos protegidos que estén fuera del circuito 

comercial y que se encuentren en su colección permanente. Para ello, deben concurrir los 

siguientes requisitos: a) que no se persigan fines comerciales; b) que se indique el nombre 

del autor o de cualquier otro titular de derechos identificable, excepto cuando esta 

indicación sea imposible; c) que los contenidos protegidos se pongan a disposición en 

sitios web no comerciales; d) que, respecto de las obras y prestaciones objeto de este 

límite, no exista una entidad de gestión que cumpla las condiciones señaladas 

anteriormente. Los usos al amparo de este límite sólo tendrán lugar cuando se cumplan 



estas condiciones y, en particular, la que tiene que ver con la disponibilidad de soluciones 

para la concesión de licencias. El hecho de que no exista un acuerdo sobre los términos 

de la licencia no se debe interpretar como una falta de disponibilidad de soluciones para 

la concesión de licencias. Si las partes no se ponen de acuerdo sobre la licencia, no cabría 

aplicar el límite, pues es necesario que el mecanismo de licenciamiento no exista. 

 

No obstante, los titulares de derechos podrán, en cualquier momento, excluir sus obras y 

prestaciones del mecanismo de concesión de licencias señalado o de la aplicación del 

límite, en general o en casos concretos. Esta posibilidad la tendrán los titulares de 

derechos incluso en el caso de que la entidad de gestión ya haya concedido licencias o 

incluso aunque ya se haya empezado a aplicar el límite. Además, es importante que, 

cuando un titular de derechos haga uso de esta posibilidad, se dejen de utilizar las obras 

y prestaciones a que se refiera dentro de un plazo de tiempo razonable y que la entidad de 

gestión deje de expedir licencias al amparo de una licencia colectiva respecto de los usos 

de que se trate. 

 

Pero, ¿cuándo una obra o prestación está fuera del circuito comercial? Se entiende que lo 

está cuando pueda presumirse de buena fe que la totalidad de la obra o prestación no está 

a disposición del público a través de los canales comerciales habituales, después de 

haberse hecho un esfuerzo razonable para determinar si está a disposición del público. 

Las razones por las cuales ese contenido está fuera del circuito comercial son indiferentes 

(ej.: por la antigüedad de esa obra o prestación, por su limitado valor comercial o porque 

nunca estuvieron destinadas a usos comerciales o nunca se explotaron comercialmente). 

La disponibilidad comercial de adaptaciones, incluidas otras versiones lingüísticas o 

adaptaciones audiovisuales de una obra literaria, no debe impedir que una obra o 

prestación en una lengua determinada se considere que está fuera del circuito comercial. 

Así, que un libro esté disponible en el mercado en inglés no significa que no pueda 

acogerse a este régimen si su versión en español no lo estuviera. En cambio, no deberá 

considerarse que la misma está fuera del circuito comercial, cuando una obra o prestación 

esté disponible en cualquiera de sus distintas versiones (ej.: ediciones posteriores de obras 

literarias o versiones diferentes de obras cinematográficas) o en cualquiera de sus distintas 

manifestaciones (ej.: los formatos digital e impreso de una misma obra). 

 

Atendiendo a las particularidades de los distintos tipos de contenidos protegidos en lo que 

respecta a los modos de publicación y distribución, y a fin de facilitar el uso de esos 

mecanismos, puede ocurrir que tengan que establecerse requisitos y procedimientos 

específicos para la aplicación práctica de los mecanismos de licencia (ej.: que haya 

transcurrido un determinado período de tiempo desde que la obra o prestación estuvo por 

primera vez disponible comercialmente). Para evitar cualquier tipo de problema, los 

Estados miembros deberán consultar a los titulares de derechos, a las instituciones 

responsables del patrimonio cultural y a las entidades de gestión colectiva al establecer 

dichos requisitos y procedimientos. En este sentido, se podrán establecer condiciones 

específicas, como señalar una fecha límite para determinar si las obras y prestaciones 

pueden ser objeto de licencias o de uso conforme al límite. Ahora bien, tales requisitos 

no pueden ser más estrictos de lo necesario y razonable, y no pueden excluir la posibilidad 

de determinar que un conjunto de obras y prestaciones está fuera del circuito comercial 

en su totalidad, cuando sea razonable presumir que todas ellas están fuera de él. 

 

Antes de concluir que una obra o prestación está fuera del circuito comercial, debe 

exigirse un esfuerzo razonable para evaluar su disponibilidad pública en los canales 



comerciales habituales, teniendo en cuenta las características de la obra o prestación. No 

obstante, ese esfuerzo razonable no debe suponer una acción repetida en el tiempo, pero 

sí que deberán tenerse en cuenta cualesquiera pruebas fácilmente accesibles de la 

disponibilidad futura de las obras y prestaciones en los canales comerciales habituales. 

Con carácter general, esa comprobación de la disponibilidad deberá hacerse en el Estado 

miembro en el que esté establecida la institución responsable del patrimonio cultural, a 

menos que se considere razonable una comprobación transfronteriza (ej.: en los casos en 

que se tenga información conforme a la cual una obra literaria se publicó por primera vez 

en una versión lingüística determinada en otro Estado miembro). Por otro lado, la 

disponibilidad de la obra o prestación debe concurrir respecto de los canales habituales 

de comercialización. Por tanto, no existirá esa disponibilidad cuando la obra o prestación 

se venda en tiendas de segunda mano.  

 

El artículo 8 Directiva (UE) 2019/790 no se aplicará a los conjuntos de obras y 

prestaciones que estén fuera del circuito comercial si, sobre la base de un esfuerzo 

razonable, hay pruebas de que dichos conjuntos se componen fundamentalmente de: a) 

obras y prestaciones que no sean obras cinematográficas o audiovisuales, publicadas por 

primera vez o, a falta de publicación, emitidas por primera vez en un tercer país; b) obras 

cinematográficas o audiovisuales cuyos productores tengan su sede o residencia habitual 

en un tercer país; c) obras y prestaciones de nacionales de un tercer país cuando, tras un 

esfuerzo razonable, no se haya podido determinar un Estado miembro o un tercer país 

según las reglas anteriores. Motivos de cortesía internacional son los que llevaron a esta 

previsión. Es conveniente que los mecanismos de concesión de licencias y el límite no se 

apliquen a conjuntos de obras y prestaciones de terceros países, a menos que la entidad 

de gestión colectiva de que se trate represente suficientemente a ese tercer país (ej.: 

mediante un acuerdo de representación). Esto exigirá una evaluación individual del origen 

de cada obra y prestación que esté fuera del circuito comercial. 

 

Por otro lado, los Estados miembros deben garantizar que las licencias concedidas 

conforme al artículo 8 Directiva (UE) 2019/790 puedan autorizar el uso de obras y 

prestaciones que están fuera del circuito comercial por una institución responsable del 

patrimonio cultural en cualquier Estado miembro [art. 9 Directiva (UE) 2019/790]. Se 

establecen, así, los usos transfronterizos de este tipo de contenidos. Las instituciones 

responsables del patrimonio cultural y las entidades de gestión seguirán teniendo la 

facultad de llegar a acuerdos sobre el alcance territorial de las licencias, incluyendo la 

opción de cubrir todos los Estados miembros.  

 

Con el fin de dar eficiencia y eficacia a este mecanismo de concesión de licencias y al 

límite, los Estados miembros deben asegurar que la información de las instituciones 

responsables del patrimonio cultural y de las entidades de gestión sobre las obras y 

prestación que están fuera del circuito comercial esté disponible y sea accesible con 

facilidad y de manera efectiva en un único portal público en línea, como mínimo seis 

meses antes de que tales obras y prestaciones se utilicen conforme a la licencia o al límite 

[art. 10 (UE) 2019/790]. A la información sobre la condición de obra o prestación fuera 

del circuito comercial debe dársele la publicidad adecuada, tanto antes como durante el 

uso al amparo de la licencia o del límite. Esto es especialmente importante en el caso de 

los usos transfronterizos en el mercado interior. De ahí que sea necesario disponer de un 

único portal en línea que sea de acceso público para toda la Unión, donde se contenga esa 

información durante un período de tiempo suficiente antes de proceder al uso de la obra 

o prestación. Además, ese portal también debe servir a los titulares de derechos para poner 



fin a la licencia o al disfrute del límite en cuanto a sus obras y prestaciones. El portal será 

creado y gestionado por la Oficina de Propiedad Intelectual de la Unión Europea 

(EUIPO), ubicada en Alicante (España).  

 

Además de difundir la información a través del portal, cabe adoptar otras medidas de 

publicidad, en función del caso concreto, para dar a conocer en mayor medida a los 

titulares de derechos afectados. La necesidad, la naturaleza y el ámbito geográfico de las 

medidas de publicidad adicionales dependerán: a) de las características de las obras y 

prestaciones que estén fuera del circuito comercial; b) de los términos de las licencias o 

del tipo de uso conforme al límite; c) de las prácticas existentes en los Estados miembros. 

Cabe, incluso, ampliar la publicidad a terceros países cuando así fuera necesario. Las 

medidas de publicidad han de ser eficaces sin necesidad de tener que informar a título 

individual a cada titular de derechos. 

 

Por otro lado, antes de establecer los requisitos específicos para el uso de obras y 

prestaciones fuera del circuito comercial conforme al artículo 8 Directiva (UE) 2019/790, 

los Estados miembros deberán consultar a los titulares de derechos, a las entidades de 

gestión y a las instituciones responsables del patrimonio cultural por cada sector, y 

fomentarán un diálogo entre las organizaciones de usuarios y las organizaciones de 

titulares de derechos más representativas, para facilitar el uso de los mecanismos de 

concesión de licencias y para garantizar que las salvaguardias para los titulares de 

derechos sean eficaces [art. 11 (UE) 2019/790].  

 

 

 2.- Medidas para facilitar la concesión de licencias colectivas 

 

La Directiva (UE) 2019/790 prevé, en su artículo 12, un mecanismo para facilitar la 

concesión de licencias multiterritoriales, si bien centrado en las obras musicales, quizá 

por ser las de mayor uso dentro de la UE, y en la explotación on line. Según el artículo 

3.m) de la Directiva 2014/26/UE, sobre gestión colectiva, una licencia multiterritorial es 

aquella que cubre el territorio de varios Estados miembros. Pues bien, cuando una entidad 

de gestión, conforme a los mandatos que le hayan conferido los titulares de derechos para 

la concesión de licencias multiterritoriales de derechos sobre obras musicales para su uso 

en línea en el mercado interior, concluya un acuerdo de licencia para la explotación de 

estas obras, los Estados miembros podrán establecer, por lo que se refiere al uso en su 

territorio, que dicho acuerdo pueda extenderse para aplicarse a los derechos de los 

titulares que no hayan autorizado a esa entidad de gestión colectiva para que los 

represente mediante cesión, licencia o cualquier otro acuerdo contractual. Ahora bien, 

para que así sea, es preciso que la entidad ostente un mandato legal o se presuma que 

representa a titulares de derechos que no hayan autorizado a la entidad en consecuencia. 

Se trata de las llamadas licencias colectivas ampliadas.  

 

Este mecanismo permite a las entidades de gestión colectiva ofrecer licencias en nombre 

de los titulares de derechos de propiedad intelectual, con independencia de que éstos 

hayan autorizado o no a la entidad a hacerlo, con independencia de que exista o no un 

contrato de gestión. Un sistema de gestión colectiva eficaz que funcione en todos los 

Estados miembros exige la disponibilidad de mecanismos jurídicos proporcionados para 

la concesión de licencias para las obras y prestaciones, permitiendo a las entidades de 

gestión ofrecer licencias que comprendan un número potencialmente alto de contenidos 



protegidos para determinados tipos de usos, así como distribuir a los titulares de derechos 

los ingresos derivados de tales licencias, conforme dispone la Directiva 2014/26/UE. 

 

El uso generalizado de este mecanismo de concesión de licencias se justifica en la 

naturaleza de algunos usos de obras y prestaciones, el gran número de contenidos 

protegidos que existe hoy día en el mercado y el coste de tener que obtener los derechos 

individualmente de cada titular de derechos afectado. Muchos mecanismos tradicionales 

se han visto ineficaces e inadecuados para permitir el uso generalizado de obras y 

prestaciones. Así, la concesión de licencias colectivas ampliadas permite aportar 

seguridad jurídica a los usuarios y, al mismo tiempo, ofrece a los titulares de derechos la 

oportunidad de beneficiarse de la utilización lícita de sus obras y prestaciones. 

 

No obstante lo anterior, los Estados miembros podrán introducir este mecanismo de 

conformidad con sus tradiciones, prácticas o circunstancias nacionales. Además, tienen 

flexibilidad para elegir el tipo específico de mecanismo que permita ampliar las licencias 

de obras y prestaciones a los titulares de derechos que no hayan autorizado a la entidad 

que celebra el acuerdo, siempre que tal mecanismo sea conforme con el Derecho de la 

Unión, especialmente con el artículo 7 Directiva 2014/26/UE. Por otro lado, el sistema 

de licencias colectivas ampliadas previsto en la Directiva (UE) 2019/790 no debe afectar 

a la facultad de los Estados miembros de aplicar la gestión colectiva obligatoria de ciertos 

derechos u otros mecanismos de licencias colectivas con efecto ampliado, como el 

previsto en el artículo 3 Directiva 93/83/CEE, sobre radiodifusión vía satélite y 

distribución por cable. 

 

Volviendo a la Directiva (UE) 2019/790, es importante que los mecanismos de concesión 

de licencias colectivas con efecto ampliado sólo se apliquen en sectores de uso bien 

definidos, donde la obtención de las autorizaciones de los titulares de derechos de forma 

individual sea onerosa y poco práctica hasta un grado tal, que haga improbable la 

operación requerida para obtener una licencia, debido a la naturaleza del uso de los tipos 

de obras y prestaciones de que se trate. Esos mecanismos deben basarse en criterios 

objetivos, transparentes y no discriminatorios en lo que respecta al trato de los titulares 

de derechos, incluidos los titulares que no son miembros de la entidad colectiva que 

licencia. Sin embargo, el mero hecho de que los titulares de derechos afectados no sean 

nacionales o residentes ni estén establecidos en el Estado miembro del usuario que solicita 

una licencia no debe constituir por sí solo un motivo para considerar que la obtención de 

los derechos es tan onerosa y dificultosa que justifica el uso de tales mecanismos. Es 

también importante que el uso objeto de la licencia no afecte negativamente al valor 

económico de los derechos pertinentes ni prive a los titulares de derechos de beneficios 

económicos considerables. 

 

Los Estados miembros deberán establecer una serie de garantías a los efectos de estos 

mecanismos de concesión de licencias ampliadas. Se trata, con ello, de asegurar la 

existencia de salvaguardias adecuadas para proteger los intereses legítimos de los titulares 

de derechos que no otorgaron mandato a la entidad que ofrece la licencia. En primer lugar, 

la entidad de gestión debe ser, sobre la base de sus mandatos, suficientemente 

representativa de los titulares de derechos en lo que se refiere al tipo de obras y 

prestaciones y de los derechos objeto de la licencia, para el Estado miembro de que se 

trate. Los Estados miembros deberán determinar los requisitos que se deben cumplir para 

que esas entidades se consideren suficientemente representativas, para lo que tendrán en 

cuenta: 1) la categoría de los derechos gestionados por la entidad; 2) la capacidad de la 



entidad para gestionar eficazmente los derechos; 3) el sector creativo en el que trabaja; 4) 

que la entidad englobe un número significativo de titulares de derechos en el tipo de obras 

y prestaciones pertinente que han otorgado un mandato para la concesión de licencia, 

conforme a la Directiva 2014/26/UE. Con el fin de proporcionar seguridad jurídica y 

garantizar la confianza en los mecanismos, los Estados miembros deben poder decidir 

quién ha de ser el responsable legal de los usos autorizados por el acuerdo de licencia. 

 

En segundo lugar, todos los titulares de derechos deben disfrutar de igualdad de trato, 

también en relación con los términos de la licencia. En tercer lugar, se debe garantizar 

que los titulares de derechos que no hayan autorizado a la entidad a conceder la licencia 

puedan, en cualquier momento, con facilidad y de manera efectiva, excluir sus obras y 

prestaciones del mecanismo de concesión de licencias señalado. Los titulares deben tener 

la posibilidad real y efectiva de excluir la aplicación de estos mecanismos de 

licenciamiento ampliado sobre sus obras y prestaciones, respecto de cualquier uso o 

respecto de ciertos usos concretos. Deben poder recuperar fácilmente el control sobre sus 

obras y prestaciones, así como la posibilidad de evitar usos que puedan perjudicar a sus 

intereses. Esta prerrogativa la tendrán los titulares de derechos no sólo durante el período 

de vigencia de la licencia, sino también, incluso, antes de la conclusión de un contrato de 

licencia. Si así lo decidiera el titular de derechos, podrá poner fin a la licencia dentro de 

un plazo de tiempo razonable. Además, esta exclusión no debe afectar a sus reclamaciones 

de remuneración por el uso efectivo de la obra o prestación objeto de la licencia.  

 

En cuarto lugar, se deberán tomar medidas de publicidad adecuadas, aplicables durante 

un período razonable antes de que las obras y prestaciones sean utilizadas al amparo de 

la licencia, con el fin de informar a los titulares de derechos de la facultad de la entidad 

de gestión de conceder licencias conforme a este artículo 12 Directiva (UE) 2019/790. 

Dichas medidas de publicidad deberán ser eficaces durante todo el período de vigencia 

de la licencia y no pueden traducirse en una carga administrativa desproporcionada para 

los usuarios de las obras y prestaciones, para las entidades de gestión colectiva ni para los 

titulares de derechos. 

 

Por otro lado, si un Estado miembro establece en su Derecho nacional un mecanismo de 

concesión de licencias conforme a este precepto, deberá informar a la Comisión del 

alcance de ese sistema, información que deberá ser objeto de publicación. Sobre la base 

de esa información, la Comisión presentará al Parlamento y al Consejo un informe sobre 

el uso en la UE de esos mecanismos de concesión de licencias. Dada las distintas 

tradiciones y experiencias de los Estados miembros con los mecanismos de concesión de 

licencias colectivas con efecto ampliado, entiende el legislador europeo que es importante 

garantizar la transparencia y el diálogo a escala de la Unión sobre el funcionamiento 

práctico de esos mecanismos, sobre todo en lo que tiene que ver con los efectos que tienen 

respecto de titulares de derechos que no son miembros de esa entidad colectiva o respecto 

de titulares de derechos que sean nacionales de otro Estado miembro. A su juicio, esa 

transparencia se puede conseguir mediante la publicación periódica de la información que 

tenga que ver con estos mecanismos a través de la Comisión. En particular, los Estados 

miembros deberán informar sobre: 1) las disposiciones nacionales correspondientes sobre 

los mecanismos de licencias colectivas ampliadas; 2) su aplicación práctica, incluidos el 

alcance y tipos de licencias; 3) las entidades de gestión colectiva implicadas. Esa 

información debe examinarse con los Estados miembros en el seno del Comité de 

contacto contemplado en el artículo 12.3 Directiva 2001/29/CE, sobre derechos de autor 

y derechos afines en la sociedad de la información. Además, la Comisión debe publicar 



un informe sobre el uso de esos mecanismos en la Unión y sus efectos en la concesión de 

licencias, en los titulares de derechos, en la difusión de contenidos culturales, en la 

prestación transfronteriza de servicios en el sector de la gestión colectiva, y en la 

competencia. 

 

 

 3.- Medidas para el acceso y disponibilidad de obras audiovisuales en 

plataformas de vídeo a la carta 

 

Los Estados miembros deben crear un organismo imparcial o de mediación para ayudar 

a las partes que se enfrenten a dificultades relacionadas con la concesión de licencias, al 

tratar de concluir un acuerdo para poner a disposición obras audiovisuales en servicios de 

vídeo a la carta [art. 13 Directiva (UE) 2019/790]. Qué duda cabe de que los servicios de 

vídeo a la carta desempeñan un papel decisivo en la difusión de obras audiovisuales. No 

obstante, el legislador es consciente de que la disponibilidad de tales obras, y en particular 

las europeas, en servicios a la carta sigue siendo limitada. A veces es muy complicado 

celebrar acuerdos sobre la explotación en línea de esas obras debido a problemas 

relacionados con la concesión de licencias de derechos. Tales problemas pueden surgir, 

por ejemplo, cuando el titular de derechos de un Estado determinado tiene pocos 

incentivos económicos para explotar una obra en línea y no concede licencias o retiene 

los derechos para la explotación en línea, lo que puede conducir a que ciertas obras 

audiovisuales no estén disponibles. Con el fin de facilitar la concesión de licencias 

relativas a esta forma de explotación, los Estados miembros están obligados a establecer 

un mecanismo de negociación que permita a las partes que deseen celebrar un acuerdo 

recurrir a la ayuda de un organismo imparcial o de uno o varios mediadores. No obstante, 

los Estados no tienen por qué crear un organismo nuevo, sino que pueden recurrir a alguno 

ya existente que cumpla con las condiciones señaladas en la Directiva. 

 

Así, ese organismo imparcial establecido o designado por un Estado miembro y los 

mediadores prestarán asistencia a las partes en sus negociaciones y les ayudarán a 

alcanzar un acuerdo, para lo cual podrán también presentarles propuestas. Ese organismo 

o los mediadores deberán reunirse con las partes y ayudarles en las negociaciones 

aportando asesoramiento profesional, imparcial y externo. Si una negociación implica a 

sujetos de distintos Estados miembros y éstos deciden recurrir a este mecanismo de 

negociación, tendrán que ponerse de acuerdo de antemano sobre el Estado miembro 

competente.  

 

La intervención de ese mecanismo de negociación puede producirse para facilitar el inicio 

de las negociaciones o bien durante las negociaciones propiamente dichas con el fin de 

facilitar la celebración de un acuerdo. La participación en ese mecanismo de negociación 

y la posterior celebración de acuerdos deben ser voluntarias y no deben afectar a la 

libertad contractual de las partes. Además, los Estados miembros tienen margen para 

decidir cuál será el funcionamiento concreto del mecanismo de negociación, incluyendo 

el calendario y la duración de la asistencia a las negociaciones y el reparto de los costes. 

No obstante, los Estados miembros deberán cuidar que las cargas administrativas y 

financieras sean proporcionadas, con el fin de garantizar la eficiencia de estos sistemas.  

 

Por otro lado, los Estados miembros tienen que notificar a la Comisión el organismo o 

los mediadores que se encargarán de esta función, a más tardar 24 meses después de la 

fecha de entrada en vigor de la directiva, algo que se produjo el 6 de junio de 2019 [art. 



31 Directiva (UE) 2019/790]. Además, cuando los Estados miembros hayan optado por 

recurrir a la mediación, se incluirá, como mínimo en esa notificación a la Comisión, la 

fuente en la que pueda encontrarse la información pertinente sobre los mediadores 

responsables. 

 

 

 4.- Uso de obras de arte visual de dominio público 

 

Conforme al artículo 14 Directiva (UE) 2019/790, los Estados miembros deberán permitir 

que, una vez expirado el plazo de protección de una obra de arte visual, cualquier material 

resultante de un acto de reproducción de dicha obra (ej.: una fotografía) no esté sujeto a 

derechos de autor o derechos afines, a menos que el material resultante de dicho acto de 

reproducción sea original en la medida en que se trate de una creación intelectual de su 

autor. 

 

La expiración del plazo de protección de una obra implica que esa obra pasa a ser de 

dominio público. En el ámbito de las artes visuales, la circulación de reproducciones fieles 

de obras de dominio público contribuye al acceso a la cultura y su fomento y al acceso al 

patrimonio cultural. En el entorno digital, entiende el legislador europeo que la protección 

de tales reproducciones por medio de derechos de propiedad intelectual es incoherente 

con la expiración de la protección de las obras por derechos de autor. Además, las 

diferencias entre las normas nacionales en materia de derechos de propiedad intelectual 

por las que se rige la protección de esas reproducciones (ej.: obras fotográficas y meras 

fotografías) pueden generar inseguridad jurídica y afectar a la difusión transfronteriza de 

obras de arte visual de dominio público. Algunas reproducciones de obras de arte visual 

de dominio público no deben, por tanto, estar protegidas por derechos de propiedad 

intelectual. Ahora bien, todo ello no debe impedir que las instituciones responsables del 

patrimonio cultural exploten esas reproducciones (ej.: la venta por un museo de postales 

sobre las obras de arte de su colección). 

 


